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Texto

En Madrid, a dieciocho de abril de dos mil uno.

La Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas, integrada por los Excmos. Sres. que acaban de citarse, en virtud de la potestad conferida

por la soberanía popular, y en nombre del Rey, formula la siguiente

SENTENCIA

En grado de apelación se han visto ante la Sala los autos del procedimiento de reintegro por alcance nº B-147/97, del ramo de Correos,

Albacete, contra la sentencia del Departamento Segundo de la Sección de Enjuiciamiento de 2 de octubre de 2000. Ha sido apelante

DON .................., oponiéndose a la apelación el Ministerio Fiscal y la Abogacía del Estado.
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I. ANTECEDENTES

PRIMERO.- El día 2 de octubre de 2000, el Excmo. Sr. Consejero titular del Departamento Segundo de esta Sección de Enjuiciamiento

dictó sentencia en el mencionado procedimiento de reintegro por alcance en cuya virtud, se estimó la demanda interpuesta por el

Abogado del Estado contra DON .................., realizándose los siguientes pronunciamientos:

«IV.- FALLO.- Estimar la demanda formulada por el Abogado del Estado en su escrito de 9 de enero de 1998 y condenar como

consecuencia de ello a DON .................., como responsable contable directo de un alcance en los fondos públicos, al reintegro de la

cantidad de un millón cuatrocientas cuarenta y dos mil quinientas setenta y cuatro pesetas (1.442.574,- ptas.), equivalente a 8.670, 04

euros como reintegro del principal más sus correspondientes intereses legales calculados con arreglo a los tipos legalmente

establecidos y al pago de las costas causadas, acordándose igualmente la contracción de la cantidad constitutiva de la responsabilidad

contable en la cuenta correspondiente».

SEGUNDO.- Mediante escrito fechado el 30 de octubre de 2000, DON .................., interpuso contra la referida sentencia de apelación.

TERCERO.- El Consejero de Cuentas del Departamento Segundo mediante providencia de 16 de noviembre de 2000 acordó admitir a

trámite el recurso interpuesto y dar traslado del mismo a las demás partes para que en el plazo común de quince días pudieran

formular su oposición.

CUARTO.- El Abogado del Estado por escrito de 4 noviembre de 2000 se opone al recurso; El Ministerio Fiscal manifestó, mediante

escrito de 13 de diciembre de 2000, su oposición al citado recurso, interesando la confirmación de la sentencia en sus propios

fundamentos.

QUINTO.- El Consejero de Cuentas del Departamento Segundo de la Sección de Enjuiciamiento acordó, en providencia fechada el 26

de enero de 2001, admitir los escritos de oposición y elevar los autos a la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas.

SEXTO.- La Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas acordó por providencia de 27 de febrero de 2001, abrir el correspondiente rollo,

nombrar Ponente siguiendo el turno establecido al Excmo. Sr. Don Antonio del Cacho Frago y pasar los autos al mismo con el fin de

que se preparara la pertinente resolución.

SÉPTIMO.- Por providencia de 5 de abril de 2001 la Sala de Justicia señaló para deliberación y fallo del recurso el siguiente día 17,

fecha en que tuvo lugar el citado trámite.

OCTAVO.- En la tramitación del presente recurso de apelación se han observado las prescripciones legales establecidas.

Ha sido Ponente el Consejero de Cuentas, Excmo. Sr. Don Antonio del Cacho Frago, quien, previa deliberación, expresa el parecer de

esta Sala de Justicia.

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- El órgano de la jurisdicción contable competente para conocer y resolver el presente recurso de apelación es la Sala de

Justicia del Tribunal de Cuentas, de acuerdo con los artículos 24.2 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo y 52.1.b) y 54.1.b) de la

Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

SEGUNDO.- El apelante pretende o bien la nulidad de actuaciones con el fin de que se ponga de manifiesto a las partes lo actuado

después del período de práctica de la prueba, o bien, entrando a conocer del fondo del asunto, revoque y deje sin efecto la sentencia

dictada por el Excmo. Sr. Consejero del Departamento Segundo de la Sección de Enjuiciamiento el día 2 de octubre de 2000 en el

procedimiento de reintegro nº B-147/97, del ramo de Correos, Albacete. Fundamenta el recurso en las siguientes alegaciones:

1ª) Que la sentencia recurrida al final de su hecho probado tercero se refiere a la Sentencia de la Audiencia Nacional de 7 de

septiembre de 1998 que en realidad es de 7 de diciembre. Esta resolución se ha incorporado a los autos con posterioridad a la

terminación del período de práctica de la prueba, sin que se haya dado a conocer a las partes cual ha sido el trámite por el que la

misma ha llegado al procedimiento, que, "sin duda, habrá sido el de las diligencias para mejor proveer" y, por tanto, se ha vulnerado lo

dispuesto en el artículo 342 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, lo que ha producido una indefensión al recurrente al que no se le

pusieron de manifiesto las actuaciones.

2ª) El artículo 359 de la Ley de Enjuiciamiento Civil dice que las sentencias deben ser claras, precisas y congruentes con las demandas

y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito. Se ha vulnerado lo dispuesto en este precepto en la sentencia

recurrida, puesto que el demandante pretende que se condene al demandado por no haber liquidado 53 talones cuyos respectivos

beneficiarios habían fallecido sin que se liquidase su importe al Negociado de Giros por la cantidad de 1.442.574 pesetas. En el escrito

resumen de prueba presentado por el demandante dice que el demandado «.... se apropió del importe de diferentes giros relativos a los

pagos correspondientes al Fondo Nacional de Asistencia Social, de modo que obtuvo el importe total de 1.442.574 pesetas. En

ninguna de las fases del procedimiento se ha acreditado que el demandado se apropiara de la citada cantidad de 1.442.574 pesetas. Sin

embargo, la sentencia estima la demanda basándose en hechos distintos que los de irregularidad contable. Es decir, la sentencia

adolece de incongruencia al conceder el órgano jurisdiccional algo distinto de lo pedido por el demandante.



3ª) Que no tuvo en ningún momento nombramiento como coordinador de giros ya que dicho puesto no figura en la Relación de

Puestos de Trabajo de Correos. Es una función más, dentro de la Unidad de reparto que desempeña un funcionario. Así, pues, lo cierto

es que la responsabilidad de los caudales públicos está encomendada al Departamento de Reparto y "presumiblemente compartida,

cuando menos, por el Jefe Provincial de toda la Unidad". La responsabilidad directa debe recaer en aquéllos que realmente tenían a su

cargo los caudales públicos y no en el recurrente, mero funcionario de nivel 11.

De todas estas alegaciones se extrae la conclusión de que la Sala debe, o bien declarar la nulidad de actuaciones para poner de

manifiesto a las partes lo actuado después del período de prueba, o bien por razones de economía procesal, entrando a conocer del

fondo del asunto, revocar y dejar sin efecto la sentencia recurrida por no ser acorde a derecho.

TERCERO.- El Abogado del Estado se opuso a la estimación del recurso impugnando las alegaciones de la forma que se expresa:

a) Respecto a la sentencia de la Audiencia Nacional se advierte que forma parte del expediente gubernativo cuya incorporación a los

autos fue solicitada por el propio demandado. En definitiva, se trata de una prueba acordada para mejor proveer. Por otra parte dicha

sentencia no ha tenido un papel fundamental en el sentido y fallo de la sentencia recurrida; su parte dispositiva no hace mención

alguna a la misma.

b) Respecto a la incongruencia entre el petitum de la demanda y el contenido del fallo no hay tal incongruencia; al contrario el fallo se

ajusta punto por punto a lo pedido por el demandante.

c) Se ha probado que el recurrente recibió 53 talones por importe de 1.442.574 pesetas que debió haber entregado al Negociado de

giro, pero no lo hizo; por tanto, actuó con negligencia grave por falta de vigilancia.

d) En cuanto a la alegación que se refiere a la inexistencia de un puesto de trabajo denominado "Coordinador de giros", lo cierto es

que el recurrente tenía el control de los giros como se desprende de la prueba testifical practicada a instancia del propio recurrente.

CUARTO.- El Ministerio Fiscal mediante escrito de 13 de diciembre de 2000, impugna el recurso manteniendo que no existe

incongruencia entre el petitum y lo resuelto y que el demandado era la persona encargada de la función de coordinador de giros en la

Unidad en la que se produjo el alcance; por tanto, considera procedente desestimar el recurso.

QUINTO.- Planteado así el debate conviene analizar en primer lugar la petición de nulidad de actuaciones, a pesar de que el

recurrente presenta como alternativa la de proceder directamente al estudio de la cuestión de fondo, alegando razones de economía

procesal.

Procede, por ello, para desestimar o no la pretendida nulidad, hacer un recorrido por el iter procesal realizado por el órgano de

instancia. En efecto, el día 27 de abril de 2000 se dictó, por el órgano de instancia, para mejor proveer, Diligencia de acuerdo con lo

dispuesto en el artículo 340 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 60.2 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de

Cuentas por haberse recibido el Expediente Disciplinario ISVC 43/93 - RD 417/93 relacionado con el procedimiento B-147/47 en el

que figuraron actuaciones posteriores a las realizadas el 26 de abril de 1996. En dicho expediente se incluía la sentencia de la

Audiencia Nacional citada (folio 264). De dicha Diligencia para mejor proveer se dio traslado a las partes para que alegaran lo que a

su derecho conviniere sin que el recurrente hiciera alegación alguna al respecto. Por ello se prosiguió el procedimiento. No cabe,

pues, admitir la nulidad solicitada, puesto que no existió la invocada indefensión, antes al contrario, el recurrente no manifestó

opinión alguna sobre el expediente citado, aunque tuvo ocasión de pronunciarse en el citado trámite correctamente practicado.

SEXTO.- Despejado así el camino a efectos de conocer el fondo del asunto debemos comenzar por valorar la alegada incongruencia

que, a juicio del recurrente, se ha producido al no ajustarse el fallo de la sentencia de instancia a lo pedido por el demandante.

El artículo 24.1 de la Constitución Española consagró el derecho a obtener la tutela de los jueces y tribunales que había sido

plasmado, con anterioridad, en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre de 1948 y, más tarde, en el Pacto Internacional

de los Derechos Civiles y Políticos de 1966. El precepto otorga una amplia protección puesto que garantiza no sólo el libre acceso a

los Tribunales, sino también el derecho a obtener una resolución integral de los conflictos sometidos a su conocimiento de forma

fundada y congruente con el petitum. Constitucionalmente así lo exige también el artículo 120.3 de la Constitución al determinar que

«las sentencias serán siempre motivadas». En el ámbito civil, la Ley de Enjuiciamiento en el artículo 359 obliga a los jueces a dictar

sentencias «claras, precisas y congruentes con la demanda y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito,

haciendo las declaraciones que éstas exijan, condenando o absolviendo al demandado y decidiendo todos los puntos del debate». Este

principio se resume en el aforismo romano sententia debet esset conformis libello. El artículo 71.3º de la Ley 7/1988 establece que «la

sentencia decidirá todas las cuestiones controvertidas en el proceso y estimará o desestimará en todo o en parte la pretensión de

responsabilidad contable». La jurisprudencia constitucional considera que adolecen de falta de congruencia las resoluciones que

concedan "más de lo pedido por el actor, menos de lo resistido por el demandado, cosa diferente a lo solicitado por ambas partes, o

grave en un recurso más de lo que ya estaba el recurrente (salvo que exista adhesión a la apelación)", SSTC 225/91, 169/94, 91/95,

128/96, entre otras si bien el Alto Órgano señala que para que la incongruencia conculque el derecho a la tutela judicial debe

constituir una "desviación del thema decidendi de tal importancia que suponga una completa modificación de los términos en que se

produce el debate contradictorio, produciéndose un fallo extraño a la pretensión"; sensu contrario, no vulnera el artículo 24 de la



Constitución en relación a la falta de tutela judicial, cualquier leve omisión, silencio o desajuste de escasa entidad. Es decir, no

infringe el citado precepto la resolución jurisdiccional que ofrezca una respuesta explícita y pormenorizada de todas y cada una de las

pretensiones y conceda una solución global sobre lo pretendido en los términos en los que en cada caso se ha desenvuelto la

contienda y que en la solución de dicha controversia se utilicen argumentos lógicos para fundamentar el fallo, sobre el objeto de la

litis, doctrina igualmente acogida por el Tribunal de Estrasburgo en la interpretación del artículo 6.1 del Convenio Europeo para la

protección de los Derechos Humanos (por todas, sentencia de 9 de diciembre de 1994, Ruiz Torija c. España).

El recurrente entiende que la sentencia que impugna es incongruente por considerar que el demandante en el escrito resumen de

prueba manifiesta que el demandado se apropió de la cantidad alcanzada; sin embargo, la sentencia no hace alusión a dicha

apropiación resolviendo exclusivamente en el sentido de imputar al recurrente responsabilidad contable por alcance como había

solicitado el actor, tras valorar toda la prueba practicada.

Carece, pues, de fundamento según lo expuestoe la pretendida incongruencia. El escrito de demanda y, en concreto, en el Suplico de la

misma se solicita se estime la existencia de un alcance por importe de UN MILLÓN CUATROCIENTAS CUARENTA Y DOS MIL

QUINIENTAS SETENTA Y CUATRO PESETAS (1.442.574,- ptas.) del que debe considerarse responsable contable directo a Don

..................; que se le condene al pago de la cantidad en que se cifra el perjuicio al declarado responsable; que, igualmente, se condene al

demandado como responsable contable directo, al abono de los intereses de demora; que se contraiga la cantidad citada en la cuenta

pertinente y que se condene al demandado al pago de las costas procesales. La solución que dio el órgano a la citada pretensión tras la

contradictoria intervención de las partes, en cuanto verdaderos domini litis, fue la de acoger íntegramente la misma en términos

ajustados al petitum. Existe, pues, total coherencia del discurso lógico, contraída a la concordancia entre lo reflejado en los

fundamentos jurídicos y la conclusión alcanzada.

El recurrente en su legítimo derecho a la defensa esgrime la incongruencia de la sentencia que le condena porque se han rechazado

sus alegaciones y las pruebas que presentó no se consideraron concluyentes para eximirle de la responsabilidad por su actuación.

Pero no es coherente esta petición. En efecto, el demandante en su escrito resumen adujo que el Sr. .................. se apropió de los

caudales públicos pero en la demanda se limitó exclusivamente a solicitar la declaración de responsabilidad del demandado por no

haber éste observado la debida diligencia en la custodia de los caudales que tenía confiados. Es este el ámbito en el que resuelve el

órgano de instancia que no se pronuncia sobre los Hechos Probados en sede penal, puesto que se dictó en ese orden jurisdiccional

auto de sobreseimiento provisional el 24 de mayo de 1994 por el Juzgado de Instrucción nº 4 de Albacete como consecuencia del

proceso penal abreviado nº 154/93, al no quedar acreditada la perpetración del delito.

SÉPTIMO.- Como bien dice el juzgador de instancia, esta circunstancia no impide la actuación de la jurisdicción contable que tiene

por exclusivo objeto el enjuiciamiento de la responsabilidad contable definida en los artículos 38.1 en relación con los artículos

15.1.b) de la Ley 7/1988 que lleva consigo la obligación de indemnizar los daños y perjuicios tal y como resulta de los artículos 59.1 de

la Ley 7/1988, que delimita el contenido de la pretensión de responsabilidad contable y 71.4 y 74 de la misma Ley en cuanto al

contenido de las sentencias recaídas en los juicios contables.

OCTAVO.- Queda, por último, valorar la alegación del recurrente respecto a la inexistencia del puesto de "Coordinador de giros" en

la Relación de Puestos de Trabajo de Trabajo del Organismo Autónomo. Es ajeno a este debate y en cualquier caso no incidiría en la

resolución, el hecho de que el recurrente DON .................., no tuviera en ningún momento el nombramiento de Coordinador de Giros.

El recurrente reconoce ser uno de los doce funcionarios de nivel 11 del Área denominada "Tráfico Interior", por tanto, tiene entre sus

funciones la recepción de los giros que había de repartir entre los carteros. Así pues, tenía el manejo de caudales públicos y estaba

obligado a rendir cuentas por ello. Él mismo en su declaración ante el Instructor del expediente disciplinario manifiesta que "seguía el

sistema tradicional viejo que se empleaba ya que no detallaban ningún giro cuando me liquidaban los carteros, yo me quedaba todos

los talones que me devolvían hasta que me liquidaba el último cartero y siguiendo el mismo sistema los bajaba al Negociado de Giros

sin detallarlos, por lo que al no cuadrarlos, no podía echar en falta los talones que pudieran faltar... Quiero decir que yo llevaba el

control de los giros, y muchas veces algunos giros devueltos me venía el cartero al día siguiente y me decía que estaba el destinatario,

yo le daba el importe y el giro, sin anotación alguna". Según lo expuesto queda la total evidencia de que el recurrente observó una

conducta vulneradora de las normas presupuestarias y contables, procediendo de forma gravemente negligente en la custodia de los

caudales que tenía confiados.

NOVENO.- De todo lo precedente se deduce la absoluta corrección jurídica de la sentencia impugnada. Debe por ello confirmarse

dictando un pronunciamiento desestimatorio de la apelación interpuesta y, por otra parte, con base en las atribuciones conferidas al

órgano juzgador por el artículo 139 de la Ley Procesal Contencioso-Administrativa, aplicable en el ámbito contable en virtud de lo

previsto en el artículo 80.3 de la Ley 7/1988 y atendiendo a las circunstancias del caso, no existen motivos para la condena en costas

en esta segunda instancia.

En atención a lo expuesto, y vistos los preceptos citados y demás de general aplicación,

FALLAMOS



Que debemos desestimar, y desestimamos, el presente recurso de apelación nº 13/01, interpuesto por el representante procesal de

DON .................. en el procedimiento de reintegro por alcance nº 147/97, contra la sentencia dictada el 2 de octubre de 2000 que

expresamente confirmamos en su totalidad. Sin costas.

Pronúnciese esta sentencia en audiencia pública y notifíquese a las partes, con indicación de que contra la misma no cabe interponer

recurso de casación, de acuerdo con lo previsto en el artículo 81 y preceptos concordantes de la Ley de Funcionamiento del Tribunal

de Cuentas, en relación con los artículos 12.2,b) y 86.5 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 13 de julio de

1998.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
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